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INFORME DE LA COMISION DE TRABAJO Y PREVISION SOCIAL, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que impone la obligación de pago de cotizaciones previsionales atrasadas como requisito previo al término de la relación laboral por parte del empleador.
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HONORABLE SENADO:





				Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, e iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, quien ha hecho presente la urgencia en carácter de "discusión inmediata".





				A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Diputados señores Manuel Bustos Huerta y Rodolfo Seguel Molina; el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Germán Molina Valdivieso; el Subsecretario de Previsión Social, señor Patricio Tombolini; el Superintendente Subrogante de Administradoras de Fondos de Pensiones, señor Andrés Cuneo; el Jefe de la División de Control Institucional y el Jefe del Departamento de Auditoría Operacional, ambos de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, señores Carlos Briceño y Raúl Acevedo, respectivamente; los asesores del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señores Patricio Novoa, Francisco del Río y Marcos Henríquez, y por la Subsecretaría del Trabajo el asesor señor Germán Acevedo.





				Concurrieron también a exponer sus puntos de vista respecto al proyecto, las siguientes entidades:





				- La Confederación de la Producción y el Comercio, representada por el Secretario General de la Sociedad Nacional de Minería, señor Jorge Riesco.





				- La Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Pensiones, representada por el Gerente General, señor Francisco Margozzini, y los Gerentes de Operaciones, señores Leonel Casanueva y Humberto Zúñiga.





				- La Central Unitaria de Trabajadores, representada por su Vicepresidenta, señorita María Rozas, y los dirigentes nacionales señores Patricio Astorga y Víctor Ulloa.





				Los invitados acompañaron sus exposiciones con diversos documentos y minutas, que quedaron a disposición de la Comisión, y que fueron debidamente considerados por sus integrantes.





				Además, la Administradora de Fondos de Pensiones Santa María S.A., presidida por don Sergio Baeza Valdés, hizo llegar a la Comisión su aporte por escrito.








- - - 








ANTECEDENTES








I. ANTECEDENTES JURIDICOS








				A.- El Código del Trabajo. En especial sus artículos 159 a 163.





				B.- La ley Nº 17.322, sobre normas para la cobranza judicial de imposiciones, aportes y multas de las instituciones de previsión.





				C.- El decreto ley Nº 3.500, de 1980, que estableció el Nuevo Sistema de Pensiones.





				D.- El Código Penal: artículo 467.





				E.- El Código Civil: artículo 2472.








II. ANTECEDENTES DE HECHO








				El Mensaje que origina la iniciativa de ley da cuenta que el Ejecutivo decidió hacer suya la idea de la moción parlamentaria presentada por los Honorables Diputados señoras Adriana Muñoz D’Albora y Fanny Pollarolo Villa, y señores Sergio Aguiló Melo, Manuel Bustos Huerta, Sergio Elgueta Barrientos, Roberto León Ramírez, Sergio Ojeda Uribe, Víctor Reyes Alvarado, Rodolfo Seguel Molina y Exequiel Silva Ortiz, atendida su importancia, porque su objetivo básico era mantener vigente la relación laboral, al momento del despido de un trabajador, en tanto no se hayan integrado las cotizaciones previsionales atrasadas, en los regímenes que corresponda.





				De esta manera, S.E. el Presidente de la República propone un proyecto de ley cuya finalidad es que el empleador, quien ha descontado de las remuneraciones de sus trabajadores las cotizaciones correspondientes, cumpla con la subsecuente obligación de pago, a la que lo obliga la ley, antes de dar por terminada la relación laboral.





				En consecuencia, agrega el Mensaje, el término del contrato no debe surtir sus plenos efectos jurídicos, mientras el empleador se encuentre en mora en el pago de los compromisos previsionales relativas a los descuentos que para el efecto hizo al trabajador.





- - -








DISCUSION GENERAL Y PARTICULAR





				La primera sesión de la Comisión estuvo dedicada a oír las opiniones vertidas en torno al proyecto por los invitados en representación de la Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Pensiones, y de la Confederación de la Producción y del Comercio, entidades que acompañaron sus exposiciones con sendos documentos. A raíz de los gráficos entregados por la Asociación Gremial de AFP, sobre comportamiento de cotizaciones previsionales y su procedimiento de recaudación, y las situaciones especiales que generan rezagos u otras dificultades respecto a ellas, se suscitaron diversas inquietudes por parte de los miembros de la Comisión.





				El Honorable Senador señor Gazmuri, a raíz del procedimiento que permite sólo declarar las cotizaciones previsionales, existiendo un plazo de 180 días para pagarlas, consultó respecto a la norma que fijó dicho plazo. Los representantes de la Asociación Gremial expresaron que la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones lo estableció a través de una circular  que detalla el procedimiento a seguir, siendo los 180 días un plazo máximo para iniciar la respectiva cobranza judicial.





				Por su parte, el Honorable Senador señor Prat dijo entender que la no declaración tiene una multa y otros recargos. Los invitados del sector AFP respondieron que, además de la multa, se cobran intereses y reajustes de acuerdo a unas tablas elaboradas por la misma Superintendencia. Además, en cuanto a la declaración y no pago de cotizaciones señalaron que también tiene un mayor costo de reajustes e intereses, de modo que cuando se recuperan las cotizaciones impagas el trabajador no sufre una perdida en sus fondos previsionales.





				El Honorable Senador señor Prat refiriéndose a situaciones que se presentan con posterioridad a la declaración y pago, esto es, discrepancias de los montos existentes, destacó el que fuera un ítem significativo en las estadísticas.





				Los representantes de la Asociación Gremial de AFP reconocieron que con frecuencia se producen rezagos, porque no se puede acreditar en una cuenta individual algunos de los pagos efectuados, principalmente por errores de digitación o recepción de la correspondiente planilla. Declararon tener como objetivo principal corregir estas deficiencias, ya que al recaudar el 10%, que es la parte de la cotización que va al fondo de la pensión futura  de los afiliados, y la cotización adicional, que corresponde al ingreso de la respectiva administradora, ésta última no puede ser usada mientras el 10% no esté abonado en la cuenta individual.





				En todo caso, agregaron, si se reciben cien planillas de declaración, dentro de los tres meses siguientes, 95 de ellas son pagadas, y las restantes sufren un retraso mayor. El rezago, en la actualidad, es de un 0,5%.





				El Honorable Senador señor Prat prosiguió consultando sobre la posibilidad de entenderse no pagada una cotización, por haber una discrepancia con la Administradora de Fondos de Pensiones en los cálculos del monto pagado. La respuesta de los representantes de la Asociación Gremial de AFP fue la siguiente: en las planillas de pago existe una columna referida a la renta imponible de los trabajadores, conociendo cada Administradora la cotización que debe detallarse por los empleadores. Normalmente se pueden presentar tres situaciones, que el pago concuerde, o, como no hay una tasa común para todas las AFP, que un empleador pague de acuerdo a lo indicado por la entidad a la que antes se afiliaba el trabajador, o que se pague en exceso sobre el porcentaje establecido. Las Administradoras para enfrentar esta última circunstancia, cuentan con un proceso operativo que calcula la diferencia y les envía una carta a los empleadores y a los trabajadores informándoles de ello. La tercera situación es que se pague menos del porcentaje fijado por la Administradora, decidiendo ésta, conforme a una regla operativa, hacer o no la cobranza correspondiente. Si la diferencia sobrepasa las 0,15 Unidades de Fomento procede la cobranza.





				El Honorable Senador señor Gazmuri reflexionó, sobre la situación de un trabajador que sea despedido en el mes de marzo, en relación a la viabilidad del proyecto, pudiendo acreditar la AFP la planilla de pago de las cotizaciones dos meses hacia atrás y el empleador, en consecuencia, podrá certificar también los dos últimos meses.





				El Honorable Senador señor Urenda advirtió sobre el desfase que siempre estará presente, ya que las imposiciones se pagan dentro de los diez primeros días del mes siguiente. Por tanto, al momento del despido de un trabajador no es posible acreditar el pago del último mes trabajado, pudiendo generarse, según la idea del proyecto, imposiciones por los días que se prorrogue el término del contrato.





				El Honorable Senador señor Prat solicitó información respecto al efecto y puesta en práctica de la pena de arresto establecida para el empleador moroso, señalándosele que dicha sanción era la última instancia a la que se acudía, pero, en todo caso, la sola posibilidad de llegar a ella arrojaba buenos resultados de recuperabilidad de los fondos previsionales. En forma ilustrativa se agregó que los principales deudores de cotizaciones previsionales son las Corporaciones Municipales y, al contrario de lo que comúnmente se cree, los empleadores del sector privado son generalmente responsables en el pago de las cotizaciones.





				El Honorable Senador señor Gazmuri consultó si existía una Base de Datos única de cotizaciones previsionales, respondiéndole los representantes de las Administradoras de Fondos de Pensiones que en la actualidad se está trabajando en su conformación, ya que anteriormente no se había presentado la necesidad, puesto que dicha Base servirá para el cálculo de las pensiones, existiendo ahora, aproximadamente, diez mil pensionados mensuales, cifra que aún permite efectuar los cálculos manualmente, pero para un futuro cercano los jubilados aumentarán a cuarenta mil por mes. En consecuencia, es necesario poner en funcionamiento una Base de Datos que contendrá la historia previsional de todos los afiliados al sistema desde el año 1981, fecha en que inició su vigencia.





				El Honorable Senador señor Urenda preguntó si la mecánica del pago de cotizaciones previsionales admite que una empresa morosa, para ponerle término a uno o más contratos de trabajo, respecto de esos trabajadores, pague lo adeudado, o sin necesidad de despedir a nadie y, por otras razones, ponga al día las cuentas previsionales de unos pocos trabajadores.





				La respuesta de los representantes de las Administradoras a dicha pregunta, fue que conforme a la legislación y a la operatividad del sistema, podría realizarse ese pago de carácter selectivo.





				El representante de la Confederación de la Producción y del Comercio, además de su exposición contenida en el documento entregado a la Comisión, observó que el sistema de declaración y no pago se utiliza en la recaudación de impuestos, como ocurre con el IVA que puede ser declarado y no pagado si existiere alguna dificultad de caja. La única diferencia es que el contribuyente no es sancionado con una multa por la falta de declaración.





				Concurrieron, también a la primera sesión, los Honorables Diputados señores Manuel Bustos y Rodolfo Seguel, quienes fueron los autores, junto a otros parlamentarios, de una moción que sirvió de base al proyecto de ley en análisis.





				El Honorable Diputado señor Bustos (don Manuel) expresó que su inquietud en torno al problema que busca solucionar la iniciativa legal en análisis, surge hace unos cinco años al percatarse del gran número de empleadores que declaraban imposiciones de sus trabajadores pero sin pagarlas. La Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones en esa época informó que la deuda ascendía a los doscientos millones de dólares. Por otro lado, los afectados, por el tiempo transcurrido, habitualmente no recurren a los tribunales de justicia, y aún así éstos tienen en tramitación alrededor de dos mil juicios cuyo fallo todavía está pendiente.





				Añadió el señor Diputado, que la única manera factible de cambiar esta situación se configura con la obligación del empleador, al momento de despedir a algún trabajador, de demostrar el pago de las correspondientes imposiciones previsionales.





				Opinó que el hecho de declarar y no pagar las cotizaciones aparenta el otorgamiento de un crédito por los trabajadores a los empleadores, en circunstancias que se está infligiendo un daño al sector más débil en la relación laboral. Esta situación se presenta asiduamente en el área de los temporeros, ocurriendo que el contrato tiene una duración de dos meses, efectuándose el descuento del 20%, pero que ni siquiera se declara, convirtiéndose en un apoyo financiero directo para los empresarios. De esta manera, personas que contractualmente tienen derecho a una remuneración de cien mil pesos, de los que se descuenta el porcentaje correspondiente, no ven depositados en la cuenta previsional dinero que es de su propiedad. Añadió Su Señoría que en un principio cometían esta irregularidad pequeños y medianos empresarios, y muchos de los contratistas y subcontratistas, caso este último que acaece en el área forestal donde regularmente los contratos duran dos meses, efectuándose la deducción por conceptos previsionales, que no es pagada en la AFP correspondiente.





				Recordó que el año 1990, como resultado de conversaciones entre dirigentes de los trabajadores y los empresarios se firmó un acuerdo con la idea central de dar cumplimiento a una serie de beneficios básicos para el sector laboral, entre los cuales estaba el derecho al pago de las imposiciones previsionales en forma oportuna. Desgraciadamente, en los últimos años han incurrido en este actuar anómalo empresas que cuentan con gran número de trabajadores, declarando, por ejemplo, las imposiciones de seiscientas personas, sin pagarlas posteriormente. Esto se descubrió al producirse varios despidos masivos, que trajeron como consecuencia los trámites pertinentes en las AFP, que informaban no estar pagadas las cotizaciones por dos o más años.





				Subrayó la importancia de poner término a este perjuicio, que desmedra las cuentas previsionales del sector trabajador, exigiéndoles a los empleadores el pago de las imposiciones, ya que ese dinero corresponde a los trabajadores. Si ello no ocurriere se estaría poniendo en peligro la credibilidad del sistema previsional. Por otro lado, indicó, no es posible buscar resquicios para que el empleador pueda usar el dinero de los trabajadores, teniendo en cuenta que la ley ya permite declarar y posteriormente pagar las imposiciones en un plazo prudente. Reiteró, que los contratistas y subcontratistas del ámbito forestal cometen estas irregularidades frecuentemente perjudicando a personas humildes del país.





				Hizo presente que las deudas, en muchos casos, se arrastran desde el año 1981, contabilizando casi trescientos millones de dólares difíciles de recuperar, sumándole a ello los gastos que el Estado debe realizar a través de los tribunales que llevan los procesos de cobranza, las notificaciones de las demandas y otros trámites, todo ello originado en el incumplimiento de la ley por los empleadores.





				A continuación intervino el Honorable Diputado señor Seguel, quien destacó el interés provocado por este proyecto en cuanto a debatir y analizar el pago de las imposiciones, extendiendo la discusión al sistema previsional chileno en su totalidad. Conforme a ello, dio a conocer dos documentos, uno emitido por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones y el otro por la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional, los que quedaron a disposición de los HH. Senadores miembros de la Comisión.





				El primer documento, resumidamente señala que las  cotizaciones previsionales declaradas y no pagadas a las AFP, al día 28 de febrero de 1999, alcanzaron la suma de M$104.125.957. Los sectores laborales con mayores deudas son las industrias manufactureras (M$22.655.829), la construcción (M$17.529.318) las finanzas, seguros, bienes inmuebles, servicios técnicos, profesionales y otros (M$10.951.141) y los servicios estatales, sociales, personales e internacionales (M$15.307.844).





				El segundo documento, respecto a las cotizaciones de salud declaradas y no pagadas, al día 31 de diciembre de 1998, informó de la situación en veintiocho ISAPRES que conforman un total de deuda por M$10.649.844.





				El señor Diputado destacó la ley Nº 19.609, a través de la cual se destinaron fondos para que los municipios pagaran las cotizaciones previsionales de los profesores, puesto que el Estado debe ser el primero en cumplir las obligaciones que también se les demandan al sector privado.





				Prosiguió señalando, que cuando el proyecto en examen se discutió en la Sala de la Cámara de Diputados recogió la opinión unánime de todos los sectores en apoyo del mismo, priorizándose la necesidad social de aprobarlo. Las intervenciones más enérgicas -entre ellas la de Su Señoría- se dirigieron en contra de la actitud de los municipios que no pagan las imposiciones previsionales a los profesores. La votación alcanzó 65 votos a favor de la iniciativa, sin abstenciones ni votos en contra. Acompañó al efecto, copia del correspondiente Diario de Sesiones de la H. Cámara de Diputados, sesión 64ª, en jueves 13 de mayo de 1999.





				Seguidamente meditó sobre la situación de los trabajadores que siempre suponen, por el hecho de firmar un contrato, que el porcentaje descontado para su cuenta previsional será pagado oportunamente, pero si no es cumplida esta obligación se generan los siguientes problemas: uno inmediato, derivado del no pago del aporte para la salud, que empuja a la gente a dirigirse a los servicios de salud públicos, los que no pueden negar la atención a quien lo demande. Sin embargo, cuando el sector público necesita la devolución de los gastos, las Isapres son reticentes al pago. Otra repercusión incide en el momento de jubilar el trabajador, porque si no se han consignado los pagos de las cotizaciones, tal como creía dicha persona, recibirá una pensión exigua que no le permitirá vivir de acuerdo a sus necesidades, producto de la apropiación indebida de su dinero por el empleador. Un tercer problema repercute en el Estado, porque debe subsidiar al trabajador que no percibe la jubilación correspondiente, motivada en el incumplimiento de la norma legal por el sector empleador.





				Finalmente, Su Señoría consideró de extrema justicia poner orden a esta situación que desmedra las posibilidades de los trabajadores en variados ámbitos.





				A continuación, el Honorable Senador señor Prat manifestó su interés en poder conocer la fluctuación de los montos adeudados desde la aplicación del nuevo sistema de pensiones, para relacionarlo con el proyecto, que considera la cesación del contrato de trabajo y no se remite a las cotizaciones previsionales atrasadas, en atención a que una AFP puede certificar, con cierto rezago, la situación previsional del trabajador afiliado, pero si se han pagado cotizaciones, con anterioridad respecto de dicha persona en otra AFP, se dificultaría la operatoria que conlleva la iniciativa en discusión.





				Los representantes del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en cuanto al estado de la cuenta de un trabajador, respecto a sus anteriores afiliaciones en distintas administradoras de fondos de pensiones, indicaron que, a pesar de no existir un sistema integrado de archivos previsionales, hay registros confiables en cada AFP que permiten efectuar los promedios de cotizaciones de los últimos diez años. Ellos se utilizan cuando ocurre un siniestro de invalidez o uno de sobrevivencia, también para determinar los excedentes de libre disposición y los aportes adicionales.





				En sesión posterior, los Senadores miembros de la Comisión analizaron detenidamente las inferencias del proyecto de ley, expresando el Honorable Senador señor Urenda que el texto aprobado por la Cámara de Diputados era inaplicable, porque la información solicitada se puede obtener en un plazo mínimo de diez días, pero lo más probable es que se extienda hasta por sesenta días, lo que generaría una gran cantidad de problemas.





				El Honorable Senador señor Prat añadió que el empleador con dificultades económicas vive una secuencia que se inicia con el cierre de los créditos bancarios, que lo lleva a utilizar las imposiciones como recurso de última hora, terminando con el despido de los trabajadores. Al exigírsele estar al día en las cotizaciones previsionales, se le va a empujar a una crisis que posiblemente podría enfrentar solventemente recurriendo a dichas cotizaciones. Un modo de resolver las consecuencias de uno o varios despidos puntuales será el poner al día las imposiciones de esos trabajadores, pero afectando la liquidez de la empresa.





				El Honorable Senador señor Urenda señaló que la mecánica del proyecto requiere la acreditación de los pagos de imposiciones previsionales hasta, aproximadamente, los sesenta días anteriores al despido, información que, actualmente, puede obtenerse en forma expedita. Este es un punto importante, porque el proceso de acreditación no puede tardar de tal manera que haga imposible el despido.





				Otro punto importante, acotó el Honorable Senador señor Prat, es evitar la anulación del acto que pone término al contrato de trabajo por existir mora en el pago de cotizaciones previsionales y, por supuesto, asegurar, en todo caso, el entero de dicha deuda. Dijo entender que la iniciativa busca cumplir con este objetivo, y no el que se asiente la inamovilidad, pero que de hecho produciría este efecto.





				Su Señoría reiteró su preocupación en orden a que sea viable el despido de un trabajador, aunque exista una deuda de imposiciones previsionales, sugiriendo que en el finiquito se contenga la forma de regularizar esa deuda, incluyendo, por ejemplo, un convenio con la AFP a través del profesional que tenga la representación legal para estos efectos.





				El Honorable Senador señor Gazmuri patentizó la clave del proyecto, cual es que no se trata de una deuda cualquiera ni de un despido sin mayor significación, indicando que las imposiciones previsionales deben ser pagadas.





				El Honorable Senador señor Urenda expresó que el procedimiento para cobrar las imposiciones está totalmente regulado, siendo ajeno al tema central del proyecto, porque en éste se introduce la variante que por algunas causales de despido se exige al empleador estar al día en los pagos de carácter previsional.





				El Honorable Senador señor Canessa estimó como absolutamente posible que toda empresa viable pague oportunamente las remuneraciones y cotizaciones previsionales de sus trabajadores. Si cualquier empleador se enfrentara a un proceso económico conflictivo y como consecuencia de ello no enterare dichas cotizaciones, sino que solamente las declarara, quizás sería conveniente que un ente controlador interviniera en ese momento para prevenir los consiguientes perjuicios.





				El Honorable Senador señor Prat analizando el fondo del proyecto, manifestó que los empleadores generalmente son bien intencionados, por lo que en el texto legal debe asegurarse el pago de las imposiciones, ya sea acreditándolo o constatando la existencia de un convenio de pago.





				El Honorable Senador señor Gazmuri opinó que la señal debe ser transparente, esto es, que los empleadores deben pagar las imposiciones y no ocupar esos dineros de los trabajadores en otras actividades. Distinto es el caso de los impuestos que también pueden declararse y no pagar, porque no se estaría recurriendo a parte de las remuneraciones del trabajador.





				El Honorable Senador señor Prat aseguró que de esa manera se puede producir una baja en la tasa de empleo, dañando al sector menos calificado de la sociedad chilena. Por ello, juzgó inconveniente legislar tal como se propone, ya que se estaría perjudicando a empresas afectadas transitoriamente por un período de crisis, del que seguramente podrían salir. Con la formulación que conlleva la iniciativa, derechamente se motivaría el término de la declaración y no pago de imposiciones, ya que ésta conceptualmente no sería atendible.





				El Honorable Senador señor Urenda destacó que el hecho del despido no es obstáculo para el cobro de imposiciones, actuación que corresponde a las AFP, porque la mecánica de cobranza es ajena al trabajador y a éste, además, que se le paguen sus cotizaciones tres o cuatro meses después del despido, más intereses y reajustes, puede incluso resultarle favorable. Sufre un daño cuando realmente nunca se le enteran dichas cotizaciones, como ocurre en los casos de quiebra de la empresa.





				El Honorable Senador señor Prat, refiriéndose a la situación de una quiebra de una empresa, se preguntó si los trabajadores despedidos con anterioridad a la declaración de aquella, y que conforme al proyecto se les anuló ese despido, tendrían el mismo privilegio que sus pares aún contratados, provocando una injusticia evidente, porque los primeros se fueron a laborar a otro lugar.





				El Honorable Senador señor Gazmuri ratificó su impresión que la substancia del proyecto de ley es puntualizar que los dineros de los trabajadores destinados a su previsión no pueden ser ocupados como flujo de caja, sino que sólo para pagar las imposiciones correspondientes, pues se trata de una parte de sus remuneraciones.





				El Honorable Senador señor Prat en razón de estimar que el objetivo del proyecto es asegurar el pago de las imposiciones, consideró como elemento esencial que el empleador no desaparezca, porque mientras eso no suceda se pondrá al día, ya que existen los mecanismos y procedimientos pertinentes para ello, como son la demanda judicial, los intereses, las multas y el arresto. Podría avanzarse estableciendo una presunción de quiebra fraudulenta cuando queden impagas las imposiciones.





				La Comisión posteriormente escuchó a los representantes de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, quienes efectuaron una exposición y acompañaron un documento sobre la evolución histórica del pago de cotizaciones previsionales, y los aspectos operativos derivados de la obligación de certificar su cumplimiento, previo al término de la relación laboral.





				El Honorable Senador señor Prat consultó cuál era el porcentaje aproximado de cotizaciones previsionales que no se declaraban.





				Los representantes de la Superintendencia explicaron que las administradoras de fondos de pensiones se circunscriben a efectuar las cobranzas derivadas de la declaración y no pago. La cifra restante producida por la comparación entre el número de cuentas individuales existentes, aproximadamente seis millones y el número real de cotizantes que alcanza un poco más de tres millones, produce un vacío del 40%, respecto del cual se efectuó, en el año 1990, una investigación estadística para buscar la explicación a dicho fenómeno, determinando el porcentaje real de morosidad y cuáles eran las causas restantes. En cifras generales, un tercio de ese cuarenta por ciento que no cotizaba correspondía a mujeres incorporadas en un momento a la fuerza de trabajo, retirándose posteriormente, y como el sistema está creado para que los fondos se acumulen hasta que la persona se retire a los 65 o 60 años, esa cuenta no puede ser eliminada. Otro porcentaje de importancia se refería a trabajadores del área económica formal que se trasladaron a la economía informal. En resumen, se trata de un cese en el pago de cotizaciones no informado a las administradoras.





				En cuanto a la declaración y no pago se indicó que el 80% de ella se recupera, dentro de los seis meses siguientes a su presentación. Ello explica que en el sistema lo declarado y no pagado ascienda a ciento cinco mil millones de pesos o su equivalente de ciento sesenta millones de dólares, comparándole a su vez con los treinta y dos mil millones de dólares que constituyen el Fondo de pensiones, representando la mora menos del uno por ciento de dicho Fondo.





				Los miembros de la Comisión solicitaron una explicación sobre las implicancias de la declaración y no pago de cotizaciones, respondiéndoseles que, al recurrir a ella, los empleadores se evitan el pago de una multa por no declarar que asciende a media Unidad de Fomento por trabajador. Existe un plazo límite para pagar esa cotización declarada, que son los 180 días que tiene la Administradora correspondiente para presentar la demanda judicial. Sin embargo, dentro del plazo indicado, la AFP debe llevar a cabo un proceso de cobranza pre-judicial, utilizando todos los medios que estime procedente. La circular Nº 336 de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones del 21 de agosto de 1985 regula detalladamente la declaración y no pago.





				El Subsecretario de Previsión Social advirtió que el sistema no cuenta con un control que asegure la recaudación de la totalidad de los recursos, por lo que la declaración y no pago de las cotizaciones, que resulta injusto desde la perspectiva que el empleador utiliza dineros que no le pertenecen, da la ventaja de contabilizar el no pago, existiendo, como ya se explicó, un plazo de 180 días para que la AFP inicie la cobranza judicial. Por lo demás, los trámites prejudiciales permiten recuperar alrededor de dos tercios de lo adeudado.





				El Honorable Senador señor Urenda, respecto a la declaración y no pago, denotó que no siempre obedece al propósito del empleador de utilizar dineros ajenos, sino que la actividad económica es un ir y venir de ingresos y salidas de fondos. Aún más, existe todo un sistema de multas, intereses y reajustes que obligan al empleador a ingresar las cotizaciones de sus trabajadores en un momento determinado.





				El Honorable Senador señor Prat puntualizó su parecer en cuanto el proyecto de ley tiene un grave problema de operatoria o puesta en práctica, unido al de los efectos laterales inconvenientes que conllevaría. Es así, que empresas deudoras de cotizaciones previsionales por distintas circunstancias, que logran su recuperación económica, pueden verla afectada, de acuerdo a la idea que declara nulos los despidos si no se comprueba el pago correspondiente de imposiciones, ya que la exigencia de mantener a esos trabajadores dentro de la dotación, complica la situación a tal punto de llevar a una solicitud anticipada de quiebra o provocar en los empleadores la idea que deben suprimirse fuentes de trabajo.





				Otro efecto lateral se presentaría respecto a las empresas declaradas en quiebra, porque las personas suspendidas de sus cargos que emigraron a otros trabajos y, conforme al proyecto de ley, se les anula el despido, se igualarían a los que continuaron trabajando hasta el último día en aquellas empresas. Lo indicado, expresó, sería modificar la Ley de Quiebras para establecer la diferencia pertinente.





				Seguidamente, Su Señoría consultó acerca de la posibilidad de establecer una forma de regularización, que permita a aquellos empleadores con cotizaciones impagas, proceder al despido demostrando estar vinculados a la oficina de cobranza correspondiente en el sentido de existir el ánimo de pagar lo adeudado.





				El señor Subsecretario de Previsión Social declaró que el Gobierno patrocinó la idea esencial del proyecto, cual es generar mayores dificultades en el uso del instrumento de la declaración y no pago, sobre todo en una situación ligada al despido de un trabajador. No obstante, está abierta la posibilidad de buscar un mecanismo adecuado que mantenga ese espíritu, el que logró la aprobación unánime de la Cámara de Diputados.





				El Honorable Senador señor Urenda, dada las características del sistema previsional chileno, opinó que no existiría una diferencia entre estar trabajando o ser despedido, para los fines del cobro de las imposiciones conforme al proyecto de ley, porque en el antiguo sistema, que permitía al trabajador cesante solicitar un préstamo de auxilio u otros beneficios con cargo a sus fondos, el hecho que éstos oportunamente fueren pagados era algo relevante o decisivo, pero como de acuerdo la legislación actual los fondos previsionales podrán ser utilizados sólo cuando corresponda la jubilación, la única preocupación sería que el despido debilitare las posibilidades de cobrar las cotizaciones adeudadas, porque, si así no fuere, ese trabajador despedido estará en la misma situación de todos sus compañeros de labores, existiendo, por otro lado, la obligación de las AFP de efectuar la cobranza de las imposiciones del despedido y de los demás trabajadores de ese empleador determinado. En este punto es donde muchos ven que el proyecto no conduce a nada, puesto que técnicamente no habría diferencias entre un trabajador despedido y otro perseverando en el contrato.





				El señor Subsecretario de Previsión Social reiteró el objetivo del proyecto de ley en cuanto fijar un mecanismo de protección de un derecho indivisible, porque la remuneración de un trabajador no puede separarse de las cotizaciones previsionales. La alternativa de declararlas y no pagarlas no puede convertirse en una práctica recurrente, y es por eso que el proyecto, ante el hecho de un despido, exige el pago de las imposiciones adeudadas.





				El Honorable Senador señor Gazmuri recapituló los dos temas en discusión, uno referido a estar o no de acuerdo con la idea principal de la iniciativa, esto es, para que haya despido deben estar pagadas las cotizaciones previsionales del trabajador y el otro buscar una manera de perfeccionar el sistema de control del pago de las mismas. Respecto a este último aparecen dos complicaciones, el desfase entre la declaración y el pago efectivo de la última imposición, y la no existencia todavía de una Base de Datos única de cotizaciones, obteniéndose, por el momento, la historia previsional hasta cinco años atrás, pero con un proyecto de concreción de dicha Base a futuro en uno o dos años. Todo lo anterior, resaltó, es subsanable a través de disposiciones transitorias.





				La Comisión solicitó a los representantes de la Superintendencia de AFP hacer llegar copia del documento que se elaboró en el año 1990 sobre afiliados sin sus cotizaciones al día y sus diferentes causas, y un análisis de este organismo sobre recuperación de cotizaciones previsionales declaradas en las AFP.





				En la sesión siguiente, los representantes de la Superintendencia de AFP hicieron entrega a la Comisión de la documentación aludida en el párrafo anterior.





				Seguidamente explicaron que el informe denominado “Afiliados sin sus cotizaciones al día”, preparado en el año 1990 por la Consultora Time para la Asociación de Administradoras de AFP, tuvo como objetivo encontrar la explicación para todas aquellas cuentas individuales que no registraban movimientos de declaraciones y no pago o de pagos efectivos de las cotizaciones, sumando, aproximadamente, un 40% del total de cuentas. La investigación consistió en entrevistar a mil quinientas personas a nivel nacional, dando como resultado que las razones de no cotización eran las siguientes: un porcentaje equivalente al 41,4% había salido del mercado laboral, unos por retirarse de la fuerza de trabajo (26,4%) tratándose, principalmente, de mujeres; los pensionados que representaban el 1,4% y los cesantes que totalizaron un 13,6%. Otra categoría abarcó a las personas que pasaron a ser trabajadores independientes configurando un 36,1%, los que por sus escasos ingresos no cotizan.





				Los temporeros o trabajadores ocasionales alcanzaron un 10,8%, correspondiendo a personas que trabajan unos pocos meses en el año, manteniéndose como desocupados el resto del período anual, entendiéndose por ello que no aparecieran en sus cuentas ingresos de cotizaciones previsionales.





				Otro grupo que también presentó situaciones de no cotización fue el de los trabajadores permanentes con liquidación de sueldo, alcanzando el 11,7%, porcentaje que se desglosa en afiliaciones fraudulentas (0,3%), rezagos (1,3%), empleador moroso (2,7%) y en casos no explicados (7,4%).





				Destacaron que, de acuerdo al estudio, prácticamente el 3 ó 4% de las cuentas individuales sin movimiento tiene como causa la morosidad de los empleadores.





				En cuanto al documento de la Superintendencia, referido a la recuperación de las cotizaciones previsionales declaradas, se centró en el año 1997, por constituir un período de tiempo sin crisis económica, encuestándose a tres AFP que configuran el 60% del sistema de afiliados, -Provida S.A., Santa María S.A. y Cuprum S.A.-, sobre la cantidad de declaraciones y no pago efectuadas durante ese año, comparándolas con los montos recuperados de dichas declaraciones al mes de junio de 1999. La conclusión obtenida es que el reintegro es mayor si transcurre un prolongado espacio de tiempo. Por ejemplo, en el mes de enero de 1977 se declararon cotizaciones por M$2.516.247, reembolsándose, al 30 de junio del año en curso, el 88,55% de esta cifra.





				El Honorable Senador señor Prat consultó cuál era la tasa media de no recuperabilidad de cotizaciones, respondiéndosele que las distintas AFP coinciden en que hay un 5% de imposiciones declaradas y no pagadas difíciles de recuperar, pero que a lo largo del tiempo es posible lograrlo. Ese porcentaje se debe, principalmente, a que al efectuarse la declaración y no pago se indican determinados domicilios de los empleadores, que luego cambian, impidiendo, por lo tanto, notificar las demandas de cobranza.





				El Honorable Senador señor Prat, tomando en cuenta que existe un 10% de cuentas en las AFP sobre las cuales no se declaran las cotizaciones, preguntó a cuánto ascendía en dinero ese porcentaje.





				Los representantes de la Superintendencia de AFP informaron que, aproximadamente corresponde a setenta mil millones de pesos, que deben sumarse a los ciento cinco mil millones adeudados por las declaraciones y no pago.





				El Honorable Senador señor Urenda entendió que la declaración y no pago es un elemento importante para detectar a los deudores, reconociéndolo así los representantes de la Superintendencia de AFP, agregando que también era un medio de prueba certero dentro del procedimiento de cobranza.





				El representante del Ministerio del Trabajo y Previsión Social aseveró que la declaración y no pago era un sistema protector del trabajador al constituir un título ejecutivo la planilla que lo contiene.





				El Honorable Senador señor Prat, en la idea de afinar algunos aspectos fundamentales del proyecto, presentó indicaciones cuyo texto se consignará en su oportunidad, para generar un procedimiento rápido de cobro, donde el empleador al dar el aviso de cese deberá declarar cuántas imposiciones adeuda. Dada esta situación las instituciones previsionales cobrarán de inmediato dichas cotizaciones, alterando, de esta manera, los plazos que la Superintendencia fijó a las AFP para iniciar el procedimiento judicial de cobranza. Lo anterior está dirigido al artículo 162 del Código del Trabajo, agregándole además una norma de concordancia, en cuanto a que dentro de los tres o seis días hábiles siguientes al de la separación del trabajador, deberá enviarse copia del aviso de cese, además de la Inspección del Trabajo, a todas las entidades de previsión a las cuales el empleador adeuda imposiciones previsionales correspondientes al trabajador cuyo contrato expire.





				Además, agregó Su Señoría, una de esas indicaciones propone incluir en el inciso final del mismo artículo 162, una norma referida a la invalidación del término de contrato cuando no exista comunicación de esta decisión a las entidades previsionales que correspondiera, esto es, en el caso de haber deudas previsionales respecto del trabajador despedido.





				El Honorable Senador señor Urenda advirtió que al ser variable la fecha de despido, queda una laguna conformada por el período en que se ponga término al contrato y el pago de la última cotización previsional, dificultándose incluso la prueba correspondiente. Dijo esperar que el Ejecutivo considere cubrir este punto en la mecánica del procedimiento.





				El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio destacó que el espíritu del proyecto consiste en evitar las deudas previsionales del empleador, respecto a las cotizaciones de sus trabajadores, y si existen plazos determinados debe esperarse el cumplimiento de éstos para iniciar los correspondientes trámites de cobranza. Si transcurridos los plazos no se pagare la deuda, además del procedimiento judicial, concordó con el Senador señor Urenda en que se precisara la situación por él mencionada.





				El representante del Ministerio del Trabajo y Previsión Social informó que el Ejecutivo presentaría indicaciones al proyecto en análisis, recogiendo observaciones formuladas durante el debate producido en la Comisión, especialmente en lo relativo a los problemas para la acreditación del pago de las imposiciones previsionales, y para precisar que el plazo para reclamar la nulidad del despido en conformidad a lo que dispondrá el artículo 162, prescribirá también en el plazo de seis meses desde la suspensión de los servicios. Posteriormente, el Ejecutivo presentó las indicaciones anunciadas, que se consignarán oportunamente.





				En la última sesión, concurrió invitada la Central Unitaria de Trabajadores la cual manifestó su pleno acuerdo con el proyecto en examen, resaltando que los dineros descontados de las remuneraciones de los trabajadores para imposiciones previsionales son de su propiedad y, en consecuencia, es inadmisible que los empleadores hagan uso de ellos, provocándoles un daño respecto a sus futuras pensiones y también en aspectos relacionados con la salud, en especial en el sistema de ISAPRES.





				Continuando el análisis de la iniciativa, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó que entiende que el espíritu de la indicación del Honorable Senador señor Prat es que las imposiciones se paguen, pero siguen similar orientación al sistema vigente y, en consecuencia, se apartan o son incompatibles del objetivo del proyecto, cual es invalidar el despido si las imposiciones no están al día.





				El Honorable Senador señor Prat expresó que sus indicaciones plantean una situación distinta, pues posibilitan y exigen a las instituciones previsionales proceder de inmediato al cobro judicial de las cotizaciones adeudadas.





				El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio manifestó que el proyecto plantea un cambio importante para los mecanismos vigentes. Ahora bien, sólo para estos casos excepcionales de despido está colando exigencias mayores, esto es, que las imposiciones previsionales estén al día, lo cual no significa que en esta iniciativa no se pueda perfeccionar las dificultades respecto a la acreditación de las imposiciones del último mes anterior al despido.





				El Honorable Senador señor Urenda planteó que el proyecto presenta diversas complejidades y problemas, que Su Señoría ha hecho presente anteriormente en el debate. Agregó que, en todo caso, aun con las indicaciones del Ejecutivo, es necesario perfeccionar la normativa en lo relativo al tiempo hacia atrás en que el empleador deberá acreditar con las planillas las imposiciones pagadas, además de explicitar que debe quedar fuera de esta acreditación la ultima imposición para la cual hay plazo hasta el día 10 del mes siguiente, lo que debería hacerse en el Nº 3 de la letra a) del artículo único. 





				El Honorable Senador señor Gazmuri reiteró su planteamiento expresado anteriormente, en cuanto a que el no pago de las cotizaciones previsionales significa ocupar indebidamente parte de las remuneracíones de los trabajadores, lo que constituye una apropiación indebida de dineros ajenos. Se trata de recursos económicos a los que el empleador no debiera recurrir nunca. Ello no quita que el proyecto es perfeccionable en algunos aspectos técnicos relativos a la acreditación del pago de las imposiciones.





				- Puesto en votación general el proyecto, resultó aprobado con los votos favorables de los HH. Senadores señores Canessa, Gazmuri, Prat, Ruiz De Giorgio y Urenda.





				El Honorable Senador señor Prat fundó su voto por la afirmativa, en cuanto a que para considerar y aprobar sus indicaciones, que perfeccionan el proyecto, es preciso previamente aprobarlo en general. 





o o o





				A continuación se procedió a analizar y votar las normas del artículo único y las indicaciones presentadas.








ARTICULO UNICO





				El proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados modifica en dos letras los artículos 162 y 163 del Código del Trabajo. Su letra a) contiene cuatro números. 





				Los dos primeros modifican el inciso primero del artículo 162, en lo esencial para establecer que la comunicación determinación del contrato de trabajo deberá incluir el acreditar el pago de las imposiciones previsionales. 





				El número 3 intercala sendos incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, para disponer fundamentalmente que si no se acredita el pago de las imposiciones previsionales al momento del despido, éste no producirá el efecto de poner término al contrato de trabajo, despido que se podrá convalidar por el empleador mediante el pago de las imposiciones morosas del trabajador, comunicándoselo así por carta certificada acompañada de la documentación emitida por la institución previsional correspondiente, y debiendo pagar las remuneraciones del contrato de trabajo en el período comprendido entre el despido y la fecha de envío de la referida comunicación o entrega de ésta al trabajador.





				El número 4 señala que los errores en las comunicaciones respectivas, que no tengan relación con la obligación de acreditar el pago de las cotizaciones previsionales, no invalidarán la terminación del contrato.





				La letra b) del artículo único es para establecer que en los casos a que se refiere el artículo 162, si por incumplimiento de pago de las imposiciones previsionales se extendiere la duración del contrato por más de seis meses, este lapso se computará para los efectos de determinar la indemnización. A que se refiere el artículo 163.








				El Ejecutivo presentó sendas indicaciones para:





				1) Reemplazar en su letra a), el Nº 2 por el siguiente:





				"2. Suprímese en su inciso primero, la frase final "y el estado en que se encuentren las imposiciones previsionales".





				2) Reemplazar en su letra a), en el Nº 3 el nuevo inciso quinto propuesto, por el siguiente:





				"Para proceder al despido de un trabajador por alguna de las causales a que se refieren los incisos precedentes o el artículo anterior, el empleador deberá informar por escrito el estado de pago de las cotizaciones previsionales, adjuntando los comprobantes que lo justifiquen. Si el empleador no hubiere efectuado el integro de todas las cotizaciones previsionales al momento del despido, éste no producirá el efecto de poner término al contrato de trabajo.".





				3) Suprimir en su letra a), en el número 4, en el inciso final propuesto, la frase "acreditar el".





				4) Agregar en su letra a), el siguiente número 5, nuevo:





				"5. Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:





				"La Inspección del Trabajo, de oficio o a petición de parte, estará especialmente facultada para exigir al empleador la acreditación del pago de cotizaciones previsionales al momento del despido, en los casos a que se refieren los incisos precedentes. Asimismo, estará facultada para exigir el pago de las cotizaciones devengadas, durante el lapso a que se refiere el inciso octavo precedente. Las infracciones a este inciso se sancionarán con multa de 10 a 20 UTM."".





				5) Agregar la siguiente letra c), nueva, al artículo único: 





				"c) En el artículo 480, intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:





				"Asimismo, la acción para reclamar la nulidad del despido, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 162, prescribirá también en el plazo de seis meses contados desde la suspensión de los servicios."".





				A su vez, el Honorable Senador señor Prat presentó una indicación sustitutiva del artículo único del proyecto, del siguiente tenor:





				"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:





				1. Modifícase el artículo 162 de la manera siguiente:





				a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, a ser incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente:





				"Si las imposiciones previsionales del trabajador no hubieren sido pagadas en conformidad a la ley, el aviso deberá especificar los meses por los cuales el empleador hubiere dejado de cumplir total o parcialmente con esta obligación. En este caso las Instituciones previsionales procederán de inmediato al cobro judicial de las cotizaciones adeudadas.".





				b) Sustitúyese el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:





				"Dentro del mismo plazo deberá enviarse copia del aviso a la Inspección y a todas las entidades de previsión a las cuales el empleador adeude imposiciones previsionales correspondientes al trabajador cuyo contrato expire. Las Inspecciones del Trabajo tendrán un registro de las comunicaciones de terminación de los contratos que se les envíen, el que mantendrán actualizado con los avisos recibidos en los últimos treinta días hábiles.".





				c) En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, reemplázase la frase "con copia a la Inspección del Trabajo respectiva" y la coma (,) que le sigue, por lo siguiente: "con copia a la Inspección del Trabajo respectiva y a las correspondientes entidades de previsión, en su caso,".





				d) Agrégase la siguiente oración al final del inciso quinto, que pasa a ser sexto, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido: "Por lo contrario, la falta de comunicación de la terminación del contrato a las entidades de previsión, en el caso que ella es procedente en conformidad a los incisos precedentes, invalidará dicha terminación.".





				2. Reemplázanse en el inciso tercero del artículo 163 e inciso primero del artículo 168, la expresión "inciso cuarto del artículo 162", por "inciso quinto del artículo 162".".





				A continuación, la Comisión resolvió votar en primer término, en conjunto, todas las indicaciones presentadas por el Ejecutivo.





				- Puestas en votación la totalidad de las indicaciones del Ejecutivo, las aprobaron los HH. Senadores señores Gazmuri y Ruiz De Giorgio, las desecharon los HH. Senadores señores Canessa y Prat, y se abstuvo el H. Senador señor Urenda.





				- Repetida la votación reglamentariamente, por influir la abstención en queden sin resolver las indicaciones, resultaron rechazadas por tres votos en contra de los HH. Senadores señores Canessa, Prat y Urenda, y dos a favor de los HH. Senadores señores Gazmuri y Ruiz De Giorgio. 





				- Puesta en votación la indicación sustitutiva del H. Senador señor Prat, se aprobó por tres votos a favor y dos en contra. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Canessa, Prat y Urenda, y por la negativa los HH. Senadores señores Gazmuri y Ruiz De Giorgio.








- - -








				Consecuentemente con los acuerdos expuestos, la Comisión de Trabajo y Previsión Social, tiene a honra proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, sustituyendo su artículo único, por el siguiente:





				"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:





				1. Modifícase el artículo 162 de la manera siguiente:





				a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, a ser incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente:





				"Si las imposiciones previsionales del trabajador no hubieren sido pagadas en conformidad a la ley, el aviso deberá especificar los meses por los cuales el empleador hubiere dejado de cumplir total o parcialmente con esta obligación. En este caso las Instituciones previsionales procederán de inmediato al cobro judicial de las cotizaciones adeudadas.".





				b) Sustitúyese el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:





				"Dentro del mismo plazo deberá enviarse copia del aviso a la Inspección y a todas las entidades de previsión a las cuales el empleador adeude imposiciones previsionales correspondientes al trabajador cuyo contrato expire. Las Inspecciones del Trabajo tendrán un registro de las comunicaciones de terminación de los contratos que se les envíen, el que mantendrán actualizado con los avisos recibidos en los últimos treinta días hábiles.".





				c) En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, reemplázase la frase "con copia a la Inspección del Trabajo respectiva" y la coma (,) que le sigue, por lo siguiente: "con copia a la Inspección del Trabajo respectiva y a las correspondientes entidades de previsión, en su caso,".





				d) Agrégase la siguiente oración al final del inciso quinto, que pasa a ser sexto, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido: "Por lo contrario, la falta de comunicación de la terminación del contrato a las entidades de previsión, en el caso que ella es procedente en conformidad a los incisos precedentes, invalidará dicha terminación.".





				2. Reemplázanse en el inciso tercero del artículo 163 e inciso primero del artículo 168, la expresión "inciso cuarto del artículo 162", por "inciso quinto del artículo 162".".





- - -





				En virtud de las modificaciones anteriores el proyecto de ley queda como sigue:





PROYECTO DE LEY:





				"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:





				1. Modifícase el artículo 162 de la manera siguiente:





				a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, a ser incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente:





				"Si las imposiciones previsionales del trabajador no hubieren sido pagadas en conformidad a la ley, el aviso deberá especificar los meses por los cuales el empleador hubiere dejado de cumplir total o parcialmente con esta obligación. En este caso las Instituciones previsionales procederán de inmediato al cobro judicial de las cotizaciones adeudadas.".





				b) Sustitúyese el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:





				"Dentro del mismo plazo deberá enviarse copia del aviso a la Inspección y a todas las entidades de previsión a las cuales el empleador adeude imposiciones previsionales correspondientes al trabajador cuyo contrato expire. Las Inspecciones del Trabajo tendrán un registro de las comunicaciones de terminación de los contratos que se les envíen, el que mantendrán actualizado con los avisos recibidos en los últimos treinta días hábiles.".





				c) En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, reemplázase la frase "con copia a la Inspección del Trabajo respectiva" y la coma (,) que le sigue, por lo siguiente: "con copia a la Inspección del Trabajo respectiva y a las correspondientes entidades de previsión, en su caso,".





				d) Agrégase la siguiente oración al final del inciso quinto, que pasa a ser sexto, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido: "Por lo contrario, la falta de comunicación de la terminación del contrato a las entidades de previsión, en el caso que ella es procedente en conformidad a los incisos precedentes, invalidará dicha terminación.".





				2. Reemplázanse en el inciso tercero del artículo 163 e inciso primero del artículo 168, la expresión "inciso cuarto del artículo 162", por "inciso quinto del artículo 162".".





- - -





				Acordado en sesiones celebradas los días 13, 14 y 21 de julio, 4 y 11 de agosto, de 1999, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Prat Alemparte (Presidente), Julio Canessa Roberts Jaime Gazmuri Mujica, José Ruiz De Giorgio y Beltrán Urenda Zegers.





				Sala de la Comisión, a 11 de agosto de 1999.

































































							MARIO LABBE ARANEDA


                                Secretario de la Comisión
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X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: Consta de un artículo único dividido en dos numerales.





XI.	PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION: Establecer que el empleador deberá informar las cotizaciones previsionales impagas en el aviso de término de contrato, del cual deberá enviarse copia a la Inspección del Trabajo respectiva y a todas las entidades previsionales que corresponda, para generar así un procedimiento inmediato para su cobro judicial.
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	Valparaíso, 11 de agosto de 1999.
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